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el Reglamento por él aprobado. De cuya disposición cabe inferir que el 
artículo 178 del Reglamento del Registro Mercantil, en cuanto a su aplica-
ción en el territorio de la Comunidad Valenciana, no es aplicable en 
cuanto se oponga al expresado Decreto 44/2007 u otras disposiciones 
similares como las antes citadas.

V

Mediante escritos con fecha de 14 de enero de 2008, el Registrador 
Mercantil emitió informe y elevó el expediente a esta Dirección General, 
con registro de entrada de 16 de enero del mismo año.

En dicho informe consta que dicho recurso estaba presentado fuera de 
plazo al haberse presentado en el Registro el día 26 de diciembre de 2.007, 
y haber sido retirados los documentos de la oficina el día 20 de noviembre 
anterior.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 3 y 1.284 del Código Civil; 326 de la Ley Hipoteca-
ria; artículos 13.a), 63, 65, 69, 95.a) y 104.1.c) de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada; 133 de la Ley de Sociedades Anónimas; 117 y 178 
del Reglamento del Registro Mercantil: el artículo 16 del Decreto 44/2007, 
de 20 de abril, de la Consellería de Economía, Hacienda y Empleo de la 
Generalitat Valenciana, por el que se aprueba el Reglamento de Salones 
Recreativos y Salones de Juego; y las Resoluciones de esta Dirección 
General de 1 de septiembre de 1993, 5 de abril de 1993, 11 de diciembre de 
1995 y 14 de julio de 2006.

1. Como cuestión previa, de procedimiento, debe abordarse la cues-
tión relativa al plazo de interposición del recurso, toda vez que el Regis-
trador alega la extemporaneidad de éste.

Cabe recordar que el Registrador debe ineluctablemente notificar la 
calificación negativa al Notario autorizante y al presentante del título en 
el plazo y la forma establecidos en el artículo 322 de la Ley Hipotecaria, 
según el cual dicha notificación se efectuará conforme a los artículos 58 
y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Si la notificación practicada 
omitiera alguno de los requisitos formales a que debe someterse y su 
cumplimiento no pudiera ser acreditado por el Registrador, tendría como 
lógica consecuencia que el recurso no podría estimarse extemporáneo.

En el presente caso, no habiéndose acreditado la fecha de recepción 
por el presentante de la notificación de la calificación negativa debe 
rechazarse este motivo de inadmisión.

2. Por lo que se refiere al fondo del asunto, el Registrador rechaza la 
inscripción de una parte de la cláusula de los estatutos, relativa al objeto 
social (consistente en la explotación de máquinas recreativas y de azar en 
salones regulados por la normativa específica), por entender que, al refe-
rirse a «la realización de las actividades preparatorias, necesarias, acce-
sorias, complementarias o relacionadas con los mismos», adolece de inde-
terminación, infringiendo los artículos 13.b).1 de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada y 178 del Reglamento del Registro Mercantil.

3. Según la doctrina de este Centro Directivo (vid., entre las más 
recientes, la Resolución de 14 de julio de 2006), la trascendencia que el 
objeto social tiene tanto para los socios [cfr. artículos 95.a) y 104.1.c) de 
la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada], como para los Admi-
nistradores (cfr. artículos 65 y 69 de dicha Ley, en relación el último de 
ellos con el artículo 133 de la Ley de Sociedades Anónimas), y los terceros 
que entren en relación con la sociedad (cfr. artículo 63 de la Ley de Socie-
dades de Responsabilidad Limitada), justifica la exigencia legal de una 
precisa determinación del ámbito de actividad en que debe desenvolverse 
la actuación del nuevo ente, si bien la diversa composición cualitativa que 
puede adoptar el patrimonio social posibilita la dedicación de la sociedad 
a una multitud de actividades económicas absolutamente dispares, siem-
pre que estén perfectamente delimitadas.

El Reglamento del Registro Mercantil (artículos 117 y 178) exige que el 
objeto social se delimite «determinando las actividades que lo integran»; 
y especifica el contenido de esa determinación mediante una doble limi-
tación: a) no pueden incluirse en el objeto «los actos jurídicos necesarios 
para la realización o el desarrollo de las actividades indicadas en él»; y b) 
en ningún caso puede incluirse como parte del objeto social «la realiza-
ción de cualesquiera otras actividades de lícito comercio ni emplearse 
expresiones genéricas de análogo significado». La primera prohibición se 
justifica por una evidente razón de claridad: si las facultades representati-
vas de los administradores se extienden a todos los actos comprendidos 
en el objeto social (artículo 63 de la Ley de Sociedades de Responsabili-
dad Limitada) esa representación abarca todos los actos expresivos de la 
capacidad de obrar de la sociedad, por lo cual la farragosa enumeración 
de actos jurídicos debe proscribirse por innecesaria. La segunda limita-
ción, porque esa clase de fórmulas («cualesquiera otras actividades de 
lícito comercio», a las que a veces se añadía, en una vieja cláusula de 
estilo, el giro «acordadas por la Junta General») convertía el objeto en 
indeterminado y genérico.

Ahora bien, tal exigencia legal y reglamentaria no puede implicar que 
toda redacción de las disposiciones estatutarias definitorias del objeto 
social que, a juicio del Registrador, no sea un modelo de concisión y niti-
dez haya de ser rechazada. Así, este Centro Directivo admitió, en Resolu-
ción de 5 de abril de 1993, la frase relativa a «todas las actividades relacio-
nadas con …», cuando la inmediata referencia anterior a la compra y 
venta de vehículos delimita suficientemente el ámbito de la actividad 
social. Y otra en Resolución, la de 11 de diciembre de 1995, consideró 
inscribible la disposición respecto de un objeto que comprendía la fór-
mula «… y demás actividades relacionadas con la industria turística» por 
entender que la exigencia de determinación precisa y sumaria de las acti-
vidades integrantes del objeto no se oponía a la utilización de términos 
que comprendan una pluralidad de actividades. Pero la más relevante a 
los efectos que ahora interesan es la de 1 de septiembre de 1993, que ante 
una cláusula estatutaria que determinaba el objeto social como «la com-
praventa al por mayor y menor de todo tipo de mercaderías con cuantas 
operaciones sean preparatorias, auxiliares, accesorias o complementa-
rias de tales actividades» la rechazó por no estar definidas las actividades 
principales constitutivas del objeto social, pero afirmó terminantemente 
que la prohibición derivada del artículo 117 del Reglamento del Registro 
Mercantil –equivalente, en sede de Sociedades Anónimas, al artículo 178 
del mismo Reglamento para las Sociedades de Responsabilidad Limitada-
no podría entenderse vulnerada por la frase cuestionada si por las activi-
dades principales, que completan, preparan o auxilian estas operaciones 
debatidas, estuviera delimitado de modo suficientemente preciso el 
ámbito de la actividad social.

En el presente supuesto, la que el Registrador considera insatisfacto-
ria redacción de la disposición estatutaria relativa al objeto social no 
obedece a una elección discrecional del socio constituyente, sino a una 
imposición normativa. En la escritura inicial el objeto social era «única-
mente la explotación de máquinas recreativas y se azar, en estableci-
miento propio o ajeno, así como el mantenimiento o reparación de las 
mismas»; y fue al dar debido cumplimiento de un Decreto de la Generali-
tat Valenciana (44/2007, de 20 de abril, sobre Reglamento de Salones 
Recreativos y Salones de Juego) cuando el socio modificó dicho objeto 
para atemperarlo al mandato del artículo 16 de dicha norma. Por lo 
demás, yerra el Notario informante del recurso cuando considera que es 
aplicable en el territorio de la Comunidad Valenciana el artículo 178 del 
Reglamento del Registro Mercantil.

Lo que debe hacer el Registrador es interpretar las normas jurídicas en 
relación con las demás disposiciones normativas del ordenamiento y las 
disposiciones estatutarias como la ahora cuestionada en el sentido más 
adecuado para que produzcan efecto (artículo 1.284 del Código Civil), 
para no llegar a la desconcertante situación de que, en esta fase determi-
nante del proceso constitutivo de una sociedad, quien impida al particular 
cumplir una norma sea un funcionario encargado de velar por la aplica-
ción de la misma en el ámbito de sus competencias.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Mercantil de la provincia donde 
radica el Registro, en el plazo de dos meses desde su notificación, siendo 
de aplicación las normas del juicio verbal, conforme a lo establecido en la 
Disposición Adicional vigésima cuarta de la Ley 24/2001, 27 de diciembre, 
los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 23 de septiembre de 2008.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 16639 RESOLUCIÓN de 1 de octubre de 2008, de la Dirección 
General de Relaciones con la Administración de Justicia, 
por la que se emplaza a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo, procedimiento ordinario 1299/2007, 
interpuesto ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
(Sección 7.ª) del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid.

En virtud de lo acordado por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
(Sección 7.ª) del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, se ha inter-
puesto recurso contencioso-administrativo en el procedimiento ordinario 
1299/2007, con número de identificación único 28079 3 82954/2007, sobre 
el proceso de consolidación de empleo de los funcionarios interinos de la 
Administración de Justicia, que prestan servicios en el Ministerio de Jus-
ticia y en las Gerencias Territoriales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley Regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de 
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1998, esta Dirección General ha resuelto emplazar  a los posibles interesa-
dos en el citado recurso, para que puedan comparecer en el plazo de 
nueve días, desde la publicación de la presente resolución en el Boletín 
Oficial del Estado.

Madrid, 1 de octubre de 2008.- El Director General de relaciones con la 
Administración de Justicia, Ángel Arozamena Laso. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 16640 ORDEN EHA/2930/2008, de 30 de septiembre, por la que 
se retira la condición de Titular de Cuenta del Mercado de 
Deuda Pública en Anotaciones a Caja de Ahorros y Monte 
de Piedad de Ontinyent.

La entidad Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Ontinyent ha solici-
tado la retirada de la condición de titular de cuenta.

En razón de lo anterior, y de acuerdo con la delegación conferida en el 
apartado a) bis de la disposición adicional segunda de la Orden de 19 de 
mayo de 1987, que desarrolla el Real Decreto 505/1987, de 3 de abril, por 
el que se dispone la creación de un sistema de anotaciones en cuenta, y a 
la vista del informe favorable del Banco de España, he resuelto:

Retirar la condición de titular de cuenta del Mercado de Deuda Pública 
en Anotaciones a Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Ontinyent, decla-
rando de aplicación a la misma en cuanto las circunstancias lo requieran lo 
dispuesto en los números 2 y 3 del artículo 21 de la Orden ministerial de 
19 de mayo de 1987, que desarrolla el Real Decreto 505/1987, de 3 de abril, 
por el que se dispone la creación de un sistema de anotaciones en cuenta.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa, podrá 
interponerse recurso potestativo de reposición ante el señor Ministro de 
Economía y Hacienda, en el plazo de un mes, a contar desde el día 
siguiente al de su notificación, o bien, directamente, recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente al de su notificación.

Madrid, 30 de septiembre, de 2008.–El Vicepresidente Segundo del 
Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, P. D. (Orden de 19 de mayo 
de 1987), la Directora General del Tesoro y Política Financiera, Soledad 
Núñez Ramos. 

 16641 ORDEN EHA/2931/2008, de 10 de septiembre, de autori-
zación administrativa para llevar a cabo la cesión total de 
la cartera del ramo de decesos en que opera Allianz, Com-
pañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima a favor 
de la entidad Eterna Aseguradora, S. A. Compañía de 
Seguros y Reaseguros.

Las entidades Allianz, Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad 
Anónima y Eterna Aseguradora, S. A. Compañía de Seguros y Reaseguros, 
han presentado ante la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensio-
nes, solicitud de autorización administrativa para llevar a cabo la cesión 
total de la cartera del ramo de decesos en que opera Allianz, Compañía de 
Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima a favor de la entidad Eterna 
Aseguradora, S. A. Compañía de Seguros y Reaseguros.

De la documentación que se adjunta a la solicitud presentada ante 
dicho Centro, se desprende que las entidades han dado cumplimiento a 
los requisitos necesarios, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
70.2 del Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Priva-
dos, aprobado por Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, he 
resuelto:

Primero: Autorizar la cesión total de la cartera del ramo de decesos de 
Allianz, Compañía de Seguros y Reaseguros Sociedad Anónima a la enti-
dad Eterna Aseguradora, S. A. Compañía de Seguros y Reaseguros, que 
queda totalmente subrogada en todos los derechos y obligaciones con-
traídos respecto a las pólizas objeto de cesión.

Segundo: Revocar a la entidad Allianz, Compañía de Seguros y Rease-
guros Sociedad Anónima la autorización administrativa para el ejercicio 
de la actividad aseguradora en el ramo de decesos, n. º 19 de la clasifica-
ción de los riesgos por ramos, establecida en el artículo 6.1 del Texto 
Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Priva-
dos, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.

Contra la presente Orden Ministerial, que pone fin a la vía administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común y disposición adicional 
decimoquinta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, se podrá interponer 
con carácter potestativo recurso de reposición, en el plazo de un mes, 
contado a partir del día siguiente a la notificación de la misma, de acuerdo 
con los artículos 116 y 117 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
Asimismo se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante la 
Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional, en el 
plazo de dos meses, a partir del día siguiente a su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 11.1a), 25 y 46 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva.

Madrid, 10 de septiembre de 2008.–El Vicepresidente Segundo del 
Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, P.D. (Orden EHA/3923/2004, 
de 22 de octubre), el Secretario de Estado de Economía, David Vegara 
Figueras. 

 16642 ORDEN EHA/2932/2008, de 17 de septiembre, de autori-
zación administrativa a la entidad «Caixa Enginyers 
Vida-Caja Ingenieros Vida, Compañía de Seguros y Rea-
seguros, S. A.», para el ejercicio de la actividad asegura-
dora en el ramo de vida.

La entidad «Caixa Enginyers Vida-Caja Ingenieros Vida, Compañía de 
Seguros y Reaseguros, S. A.», ha presentado en la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones solicitud de autorización administrativa de 
acceso a la actividad aseguradora, para operar en el ramo de vida de la 
clasificación de los riesgos por ramos establecida en el artículo 6 del texto 
refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.

De la documentación que se adjunta a la solicitud formulada, se des-
prende que la entidad «Caixa Enginyers Vida-Caja Ingenieros Vida, Com-
pañía de Seguros y Reaseguros, S. A.», cumple los requisitos establecidos 
en el texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Segu-
ros Privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octu-
bre, y en su Reglamento, aprobado por Real Decreto 2486/1998, de 20 de 
noviembre, para obtener la autorización administrativa.

En consecuencia, a propuesta de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, he resuelto:

Primero.–Autorizar a la entidad «Caixa Enginyers Vida-Caja Ingenie-
ros Vida, Compañía de Seguros y Reaseguros, S. A.», para el ejercicio de 
la actividad aseguradora en el ramo de vida.

Segundo.–Inscribir a la entidad «Caixa Enginyers Vida-Caja Ingenieros 
Vida, Compañía de Seguros y Reaseguros, S. A.», en el Registro adminis-
trativo de entidades aseguradoras, previsto en el artículo 74 del precitado 
texto refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados.

Contra la presente Orden ministerial, que pone fin a la vía administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y disposición adicional 
decimoquinta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, se podrá interponer 
con carácter potestativo recurso de reposición, en el plazo de un mes, 
contado a partir del día siguiente a la notificación de la misma, de acuerdo 
con los artículos 116 y 117 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
Asimismo se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el 
plazo de dos meses, a partir del día siguiente a su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 11.1.a), 25 y 46 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Madrid, 17 de septiembre de 2008.–El Vicepresidente Segundo del 
Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, P.D. (Orden EHA/3923/2004, 
de 22 de octubre), el Secretario de Estado de Economía, David Vegara 
Figueras. 


